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			PRÓLOGO


			Gonzalo Alvarez


			Esta obra es varios libros a la vez: es un libro jurídico, es además una excelente cartografía del universo del trabajo en un mundo complejo, es también una hoja de ruta para el ejercicio de la actividad sindical en el campo de la negociación colectiva en nuestro país y, como si fuera poco, es una crónica del avance de los derechos de los trabajadores Nodocentes de las universidades argentinas.


			Marcelo Di Stefano transita las páginas de La negociación colectiva en el sector público. El convenio colectivo de trabajo del sector Nodocente universitario con rigurosidad científica y pasión militante y concluye un texto como si estuviera narrado en primera persona, como protagonista.


			El libro tiene dos partes bien diferenciadas. Como señala el propio autor, la primera concentra el plano internacional del reconocimiento del derecho a la negociación colectiva en el sector público, y la segunda se centra en el caso argentino en general y el análisis particular del sector Nodocente universitario. En ambos casos el autor aborda la tarea con las herramientas propias del jurista, dando cuenta con precisión del estado del arte de la cuestión. Pero también le aporta, en ambos planos, su extendida experiencia, tanto en el ámbito internacional donde ha ocupado a lo largo de los años importantes responsabilidades en organizaciones sindicales regionales e internacionales, cuanto en el plano interno, donde deja en evidencia el protagonismo que tuvo en todo el proceso que culminó con la aprobación del marco normativo actualmente en vigencia. Sin duda, esto es material que le agrega un valor adicional, y de suma importancia, al análisis jurídico.


			Este libro es el resultado de una vida dedicada con pasión y con tesón a la defensa de los derechos de las y los trabajadores Nodocentes de las universidades nacionales.


			Es también producto de su vocación docente. El doctor Marcelo Di Stefano enseña desde hace muchos años el derecho laboral como profesor de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Buenos Aires, universidad donde también ejerce la titularidad de una cátedra en el Ciclo Básico Común.


			En su caso, además, no solo ha enseñado el derecho, sino que ha contribuido desde su juventud a construirlo a partir del rol activo de dirigente sindical.


			Estoy seguro de que este libro aportará elementos relevantes en la discusión jurídica actual, pero, a la vez, tengo la impresión de que lejos de perdurar por años deberá ser reescrito a la luz de los avances que la militancia de Marcelo Di Stefano y el conjunto de los trabajadores Nodocentes de las universidades argentinas llevan adelante en su compromiso cotidiano y permanente con la universidad pública.


		




		

			INTRODUCCIÓN


			La negociación colectiva en el sector público: un tema en el centro del debate actual


			Son tiempos de grandes debates en los distintos foros internacionales acerca de la negociación colectiva en el sector público, su nivel de desarrollo y cobertura actual, su potenciación en el futuro, y la implementación de políticas de remoción de obstáculos legales que aún la impiden en muchos países. La Organización Internacional del Trabajo (OIT­), después de muchos años sin analizar estas cuestiones, ha impulsado su tratamiento a partir del Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones (CEACYR), el estudio relativo a las relaciones laborales y la negociación colectiva en la administración pública, denominado La negociación colectiva en la administración pública un camino a seguir (2013) que se constituyó como el documento base de las discusiones que los mandantes –gobiernos, empleadores y trabajadores– mantuvieron en la Comisión de Aplicación de Normas durante la 102a Conferencia Internacional del Trabajo realizada en Ginebra, Suiza, en el mes de junio de 2013.


			Este proceso de análisis tuvo continuidad posteriormente en América Latina. Los gobiernos de doce países de la región –Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Guatemala, Honduras, Panamá, Paraguay, Perú, Venezuela y Uruguay– y sus contrapartes nacionales, los sindicatos del sector público nucleados a nivel global en la Internacional de Servicios Públicos (ISP),(1) fueron convocados por la Oficina Regional Americana de la OIT, en conjunto con la Oficina de Actividades para los Trabajadores (ACTRAV), y celebraron en Brasilia, Brasil, el Encuentro Regional Gobiernos-Sindicatos. Negociación colectiva en el sector público durante los días 7 y 8 de agosto de 2013. Entre las conclusiones de este importante evento, debemos destacar el compromiso de los gobiernos participantes de impulsar la negociación colectiva en el sector público ampliando su ámbito de cobertura a los niveles locales y generando, en el marco del diálogo social, las normas jurídicas necesarias para fomentar la negociación y remover los obstáculos legales preexistentes.(2)


			Dándole seguimiento a este proceso, la Organización Internacional del Trabajo convocó a los actores sociales, por medio de la Oficina de Actividades Sectoriales (SECTOR), a un debate de máximo nivel denominado Foro de diálogo mundial sobre los desafíos para la negociación colectiva en la función pública, el cual se realizó en la sede de Ginebra, Suiza, del 2 al 3 de abril de 2014.(3) La convocatoria reunió a un grupo representativo de dirigentes sindicales y empresarios con experiencia y conocimiento en materia de negociación colectiva y, especialmente, en el diálogo social que se desarrolla en el sector público a nivel global, así como a gobiernos con prácticas extendidas y probadas en la materia. Las conclusiones de este grupo de trabajo, fortalecieron la idea consagrada en el Informe de la Comisión de Expertos, sobre la necesidad de dar un mayor impulso a la negociación colectiva en el sector público, como una herramienta generadora de derechos y, al mismo tiempo, armonizadora de los procesos de reforma necesarios.


			Nuevamente la Organización Internacional del Trabajo abordó este tema en su 18° Reunión Regional Americana, instancia de debate tripartito continental que se reúne cada 4 años, realizada en Lima, Perú, del 13 al 16 de octubre de 2014, y en sus resultados, recoge como prioridad adoptada por los actores sociales para las Américas el impulso de la negociación colectiva en el sector público.(4) 


			El diagnóstico de estas reuniones con relación a la situación de la negociación colectiva en el sector público concluyó que se detectan problemas, dificultades, trabas legales y, en algunos casos, se dejan traslucir ciertas desconfianzas políticas. A pesar de ello, también se concluye que existe un claro consenso sobre la necesidad de superar esos escollos y avanzar en los procesos de diálogo, participación y negociación, quedando de manifiesto una visión clara de los actores sociales en el continente americano, especialmente en Latinoamérica, sobre la necesidad de profundizar el debate, ahondar en el análisis de experiencias comparadas y adoptar políticas de avance en materia de negociación colectiva en el sector público.


			A fines de 2015, continuando con la campaña de promoción de la negociación colectiva en el sector público, ACTRAV organizó en Buenos Aires durante los días 14 y 15 de septiembre, la Actividad Regional Bipartita Gobiernos-Sindicatos: Promoción de la libertad sindical y la negociación colectiva en el sector público de América Latina y el Caribe,(5) con la participación de delegaciones de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Paraguay, República Dominicana y Uruguay. Los resultados de este encuentro, en línea con los anteriores, plantearon la necesidad de profundizar los procesos de impulso de la negociación colectiva en el sector público a nivel regional.


			Asimismo, la negociación colectiva en el sector público ha sido un tema central en el abordaje del futuro de las relaciones laborales en el ámbito global. La OIT realizó en 2018 su 19° Conferencia Regional Americana en Panamá, donde se analizó el documento producido por la Comisión Mundial sobre el Futuro del Trabajo denominado Trabajar para un futuro más prometedor(6) que preparaba las discusiones para la Conferencia del Centenario realizada el Ginebra en junio de 2019, cuyo producto tripartito, la Declaración del Centenario sostiene que para alcanzar los desafíos que se presentan en las relaciones laborales del futuro, es necesario: 


			... promover los derechos de los trabajadores como elemento clave para alcanzar un crecimiento inclusivo y sostenible, prestando especial atención a la libertad de asociación y la libertad sindical y al reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva como derechos habilitantes.(7)


			Por su parte, el Movimiento Sindical Americano, por medio de la Confederación Sindical de las Américas (CSA) –que nuclea a las centrales sindicales nacionales a nivel continental– la nombrada Internacional de Servicios Públicos y la Oficina de Actividades para los Trabajadores de la OIT han desplegado en los últimos años una intensa campaña de promoción de la ratificación, por parte de los países latinoamericanos que aún no los hayan hecho, de los Convenios Internacionales del Trabajo N° 151, aprobado en el año 1978, “sobre las relaciones de trabajo en la administración pública”(8) y N° 154, aprobado en el año 1981, “sobre la negociación colectiva”.(9) 


			Las campañas de ratificación han comprendido actividades de concientización sobre los dirigentes sindicales, acciones coordinadas de influencia sobre los gobiernos, la elaboración de modelos de herramientas jurídicas y la apertura de mesas de diálogo social en los países que lo solicitaron, con el apoyo y asistencia técnica de la OIT.


			Como resultado de estas reuniones y programas de trabajo, con el involucramiento de gobiernos y sindicatos, el panorama que se presenta actualmente en la región es muy dispar.


			El estado de situación actual, presenta avances significativos en países como Argentina, Colombia y Uruguay, negociaciones aisladas en determinados sectores de actividad, como pasa en México y Costa Rica, buena expectativa de cambio y apertura en República Dominicana y una gran mayoría de países donde la negociación colectiva en el sector público se encuentra trabada por decisiones políticas, como Perú, o por impedimentos legales que deben ser removidos, como por ejemplo Brasil y Chile.


			El bloqueo a las posibilidades de negociar convenios colectivos de los trabajadores y trabajadoras del sector público (o pactos colectivos como se los denomina en gran parte de América Latina), trae como consecuencia una respuesta sindical activa en el plano local –movilizaciones, huelgas, planes de lucha–, pero también, y en este trabajo nos detendremos en este aspecto, la apertura de una vía de reclamo jurídico internacional sustentada en las Normas Internacionales del Trabajo de la OIT, sus Convenios y Recomendaciones complementadas por la doctrina de la Comisión de Expertos y del Comité de Libertad Sindical-CLS y, como novedad, una creciente utilización por parte de los sindicatos de los espacios de reclamo internacional basados en la identificación de los derechos laborales en el propio entramado jurídico de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, en particular el derecho a la libertad sindical, que contiene en sí mismo el derecho a la negociación colectiva y, por tanto, la habilitación de los mecanismos de reclamo y litigio ante las distintas instancias del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, así como ante los nuevos espacios jurídicos de reclamación internacional que surgen, o podrían surgir, de las instituciones multilaterales como la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR), la Comunidad de Estados Latinoamericanos y del Caribe (CELAC) y, con mayor nivel de desarrollo en la materia, el Mercado Común del Sur (MERCOSUR) con su instrumento específico la Declaración Sociolaboral.


			Sin lugar a duda, la materia que hemos elegido para este trabajo se encuentra en el centro del debate global actual sobre las relaciones laborales, los derechos colectivos del trabajo y la protección laboral, especialmente del colectivo de trabajadores y trabajadoras con mayor nivel de sindicalización en América Latina conformado por los servidores públicos. 


			La negociación colectiva es un tema central que integra el trípode de sustentación del derecho colectivo del trabajo y del derecho a la libertad sindical (junto al derecho a la sindicalización y el derecho a la huelga). En este caso, nos concentramos en el análisis histórico, actual y futuro del ejercicio de este derecho por parte de los empleados públicos, que, como explicaremos en el desarrollo del libro, se encuentra tutelado en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos y en las Normas Internacionales del Trabajo con altísimos niveles de protección jurídica y exigibilidad operativa plena.


			Hasta aquí, dimos cuenta de los debates que la Organización Internacional del Trabajo impulsó en los últimos años para sustentar la actualidad de la temática, pero también resulta importante dar referencia sobre los debates que se vienen, y que tendrán a la negociación colectiva en el sector público como un tema principal de análisis. 


			En tal sentido, debemos destacar la vinculación que tiene la negociación colectiva y el diálogo social con las políticas que se deben implementar para alcanzar las metas de desarrollo establecidas en los Objetivos de Desarrollo Sustentable (ODS) que las Naciones Unidas fijó hacia el año 2030. Entendemos que el Objetivo 8: “Promover el crecimiento económico sostenido, inclusivo y sostenible, el empleo productivo y el trabajo decente para todos” solo será posible de alcanzar mediante la implementación de políticas de diálogo social y participación de los trabajadores y trabajadoras en la fijación de las reglas de las relaciones laborales, tanto en el sector público como en el sector privado. El derecho a la negociación colectiva de “todos y todas” está inserto en el concepto de trabajo decente y, en palabras del actual Director general de la OIT, Guy Ryder: 


			... un número mayor de personas con empleos decentes significa un crecimiento más fuerte e inclusivo, y mayor crecimiento significa más recursos disponibles para crear empleos decentes. Con la agenda 2030 de desarrollo Sostenible tenemos la oportunidad única en esta generación de cambiar las cosas y mejorar la vida de miles de millones de personas (OIT, 2017: 2). 


			No existe desde nuestra perspectiva –tal como lo sostenemos en este trabajo y lo hemos expresado en los distintos foros internacionales en los cuales tenemos la oportunidad de participar– ninguna posibilidad de construir un futuro equitativo, sustentable y sostenible si no se funda en el diálogo de los actores sociales, y si no se ve inspirado en un profundo sentido humanista basado en el respeto a la dignidad humana por encima del lucro y la ambición. 


			Los servicios públicos de calidad para todos y todas, la actividad esencial de redistribución equitativa de la riqueza por parte del Estado y el acceso igualitario a la educación de calidad, justicia, seguridad y salud, están en el medio de estos debates y, por lo tanto, las relaciones laborales de los trabajadores y trabajadoras del sector público resultan claves para garantizar el ejercicio eficiente de políticas públicas justas y progresistas. 


			Entendemos que no puede haber un Estado democrático, fuerte y eficiente sustentado en relaciones laborales autoritarias y unilaterales. 


			El diálogo social y la negociación colectiva en la administración pública fortalecen las capacidades de los Estados, potencian el desarrollo de sus trabajadores y trabajadoras –laboral y humano– y generan una dinámica democrática que se proyecta al conjunto de la sociedad.


			Trabajaremos en este libro sobre un tema actual y pertinente, central en los debates sobre las relaciones laborales a nivel global de cara al futuro, y entrelazado con la agenda internacional y académica de la materia que nos ocupa.


			El plan general de libro y su metodología de análisis


			El libro se divide en dos partes: la primera concentra el plano internacional del reconocimiento del derecho a la negociación colectiva en el sector público, y la segunda nos lleva al caso argentino en general y al análisis particular del sector nodocente universitario.


			En primer lugar analizaremos la incorporación de los derechos laborales en el contexto de los derechos humanos fundamentales –contenidos en los principales Tratados Internacionales de Derechos Humanos–, su reconocimiento en el sistema jurídico internacional, y la relación de jerarquía y aplicabilidad entre las normas internacionales y los sistemas nacionales. Especialmente analizaremos el reconocimiento del derecho a la libertad sindical, que incluye el derecho a la negociación colectiva en el sistema normativo internacional de los derechos humanos y su aplicación plena con relación a los trabajadores y trabajadoras del sector público. Asimismo, presentaremos los principales aspectos del relacionamiento entre el sistema de normas de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos con relación a las Normas Internacionales del Trabajo de la Organización Internacional del Trabajo.


			Posteriormente, presentaremos un informe general sobre la Organización Internacional del Trabajo, su origen histórico, fundamento conceptual e ideológico, características especiales, descripción de sus principales órganos y modelo de funcionamiento. Desde ese análisis introductorio, nos concentraremos en el sistema normativo de la Organización Internacional del Trabajo, en donde daremos cuenta de los convenios específicos que protegen la libertad sindical y el derecho a la negociación colectiva.


			Plantearemos, aquí también, la relación de las Declaraciones más significativas de la OIT, entre ellas la Declaración sobre los Derechos Fundamentales en el Trabajo de 1998, y su vinculación con los conceptos de trabajo decente, justicia social y el entramado institucional de los derechos humanos laborales.


			Pasaremos posteriormente a presentar un análisis histórico sobre la evolución de las relaciones laborales en la administración pública, a los efectos de poder visualizar las características especiales que se verifican en este sector y dar cuenta del proceso gradual hacia la “laboralización” del empleo público. Expondremos sobre las corrientes filosóficas y jurídicas que conceptualizaron a las relaciones laborales en el sector público a lo largo de los años, partiendo desde las miradas de asimilación entre los intereses del Estado y de sus dependientes, hasta las actuales de reconocimiento de los derechos de los trabajadores y trabajadoras sin diferencias entre aquellos que dependen de empleadores privados con relación a los del sector público. Luego, avanzaremos en el análisis de las normas internacionales que regulan específicamente la negociación colectiva en el sector público, presentando su fundamento histórico y las principales definiciones allí contenidas.


			Desde el análisis jurídico, nos internaremos en la actualidad del “estado del arte” de la negociación colectiva a nivel global y latinoamericano, presentando una serie de aspectos que fundamentan la necesidad de impulsar el fomento del diálogo social como derecho de los trabajadores y trabajadoras y como necesidad social colectiva.


			En la segunda parte del libro aterrizaremos el desarrollo normativo internacional en el caso concreto del proceso de reconocimiento del derecho a la negociación colectiva en el sector público argentino. Revisaremos las distintas tesis jurídicas en su aplicación nacional, repasaremos los principales aspectos del régimen aplicable a las relaciones laborales del sector público y sus mutaciones durante el siglo XX, presentaremos el sistema de negociación actual, la articulación entre la negociación colectiva y la Ley Marco Reguladora del Empleo Público Nacional y destacaremos algunas particularidades del sistema. Esto nos permitirá explicitar el marco general, para luego concentrar la tarea y el análisis en el sistema de negociación colectiva en el sector nodocentes universitario.


			A continuación presentaremos un relato histórico-jurídico de la regulación laboral del sector nodocentes universitario y describiremos el proceso político y sindical, con detalle de cada uno de los pasos normativos que permitieron construir el sistema de negociación colectiva en las universidades. Estudiaremos la secuencia normativa conjugando el análisis jurídico con la contextualización histórico-política del proceso que comenzó en 1994 y culminó en la aprobación del Convenio N° 366/2006.


			Finalmente expondremos los puntos centrales, con mayor impacto jurídico, del Convenio N° 366/2006 recorriendo su articulado, formulando opiniones, e intentando ofrecer propuestas para sus futuras revisiones.


			Nos valdremos para esta investigación de diferentes métodos auxiliares de las ciencias jurídicas y sociales. Se trata de una aproximación a la realidad desde el plano jurídico normativo, utilizando los distintos enfoques económicos, sociales, culturales e históricos. Esta elaboración teórica incorpora un enfoque personal basado en mi experiencia personal, lo cual nos permitirá validar el desarrollo conceptual en el terreno mismo, ya que como señalaba Félix Schuster (2004: 32), es necesario verificar que “las teorías se contrastan por medio de las consecuencias empíricas, y se mantienen mientras sean corroboradas, o se descartarán, en caso de ser refutadas por la falsedad de sus consecuencias”. 


			Resulta muy relevante en esta investigación el empleo del análisis histórico, atento a la contextualización que este imprime al análisis, permitiendo la merituación de los impactos que generan en la sociedad los cambios normativos con relación a los procesos sociales, tal es el caso de los avances históricos de los trabajadores y trabajadoras conquistando derechos.


			El trabajo se trata principalmente de un análisis normativo que se sustenta en la observación y el razonamiento lógico, entendiendo como señala Mancuso (2001: 15) que:


			... la consecuente resolución será eminentemente contextual, es decir histórica y nunca absoluta [...]. Será una respuesta socialmente cierta y por eso parcial y será la única respuesta posible a la única pregunta histórica y socialmente posible en el marco de esas coordenadas investigativas. 


			Hemos relevado en la tarea la bibliografía especializada más reconocida, pero siempre intentamos poner nuestro aporte para la investigación académica o el debate práctico, ya que como nos enseñara el maestro Umberto Eco (1977: 20) en su clásico libro Cómo se hace una tesis, “se trata precisamente de (una) investigación original, hay que conocer lo que han dicho sobre el tema los demás estudiosos y, sobre todo, es preciso descubrir algo que los demás no hayan dicho todavía”. 


			Aclaraciones


			

					Las expresiones terminológicas “sector público” y “administración pública” serán empleadas indistintamente en el presente trabajo para señalar las actividades propias –y el ámbito de competencia– de la actividad estatal, siempre con referencia al empleo público y a los trabajadores y trabajadoras de la administración. Prescindimos aquí del uso de sus significados estrictos, polisémicos por cierto, a favor de un uso contextualizado en relación con la materia de estudio sobre la que concentramos nuestro análisis.


					Hemos hecho un esfuerzo para visibilizar la igualdad de género en la redacción. Seguramente hemos fracasado en la tarea, pero hicimos nuestro intento evolutivo por usar el lenguaje inclusivo. En todo caso, debe quedar en claro siempre, a lo largo de la lectura del libro, que nos referimos a hombres y mujeres, participando de las relaciones laborales en absoluta igualdad de derechos.


					Existe una discusión recurrente sobre la denominación del colectivo de trabajadores y trabajadoras que presta tareas “no docentes” en las Universidades. A nivel internacional y nacional varían sus denominaciones identificándose como técnico-administrativos, funcionarios, personal de apoyo y servicios, personal de apoyo universitario, etc. No es nuestra intención en este trabajo opinar sobre la cuestión, por lo que adoptamos la definición más generalizada en Argentina que ya cuenta con acuerdo entre el CIN y la FATUN para su inclusión en la última revisión del Convenio N° 366/2006 y, por tanto, nos referiremos en todos los casos a este colectivo laboral como “trabajadores y trabajadoras nodocentes”.


			


			

				

					1. La ISP representa a los trabajadores y trabajadoras sindicalizados de la administración pública en todos sus niveles –nacional, estadual y local– así como a quienes laboran en las empresas de servicios públicos. Actualmente representa a más de 20 millones de trabajadores en 200 países. Información adicional disponible en http://www.world-psi.org


				


				

					2. Información disponible en: http://actrav.lim.ilo.org/index.php/actividades-en-la-regi%C3%B3n/eventos-y-reuniones-actrav/actividades-2013


				


				

					3. Información disponible en: http://www.ilo.org/sector/activities/sectoral-meetings/WCMS_234990/lang--es/index.htm


				


				

					4. Las conclusiones de la Conferencia están disponibles en: http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/@ed_norm/@relconf/documents/meetingdocument/wcms_314402.pdf


				


				

					5. Información disponible en http://actrav.lim.ilo.org/index.php/home/noticias-actrav-regional/noticias-2017/65-noticias-principales/noticias-2015/607-seminario-bipartito-sindicatos-gobiernos- 


				


				

					6. Disponible en: https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---dgreports/---cabinet/documents/publication/wcms_662541.pdf


				


				

					7. Disponible en: https://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---relconf/documents/meetingdocument/wcms_711699.pdf


				


				

					8. El texto completo del Convenio N° 151 se encuentra disponible en: http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_ILO_CODE:C151


				


				

					9. El texto completo del Convenio N° 154 se encuentra disponible en:http://www.ilo.org/dyn/normlex/es/f?p=NORMLEXPUB:12100:0::NO::P12100_INSTRUMENT_ID:312299


				


			


		




		

			PARTE I


			El derecho a la negociación colectiva de los trabajadores y trabajadoras del Estado. Evolución. La laborización del empleo público


		




		

			CAPÍTULO I


			Los derechos humanos laborales


			I.1. Concepto general


			Como nos enseña la profesora Mónica Pinto (2004: 1): “desde que existe, el ser humano tuvo las mismas aptitudes para ejercer y disfrutar lo que hoy denominamos derechos humanos”, por tanto, al relacionar este concepto con nuestra materia, podemos colegir que los derechos laborales siempre fueron parte del conjunto de derechos que son considerados inherentes a las personas como tales, inescindibles de su condición humana. 


			A partir de esta definición, resulta también evidente que los derechos humanos, y en su momento los derechos humanos laborales, se manifiestan durante un proceso histórico, cobran visibilidad mediante procesos sociológicos que permiten establecerlos como objetos de tutela, y luego, generan un marco de protección normativa con exigibilidad ante los organismos judiciales.


			Richarte, Ossietinsky y Vázquez (2013: 133) en la misma línea sostienen que: 


			... en el camino de la historia humana podemos encontrar distintos pensadores que fijaron ciertas potestades inherentes a la naturaleza humana, más allá de su reconocimiento en la instancia política. Sin embargo, estos rastros constituyen ideas aisladas que no se vieron plasmadas en la realidad de aquellos tiempos, y que por ello solo pueden nombrarse como parte del bagaje necesario para que con los siglos floreciera una coyuntura en el que sí podrían tener significado práctico. Así los derechos humanos son una invención de la modernidad, de una época revolucionaria en la que se mezclan otras invenciones tales como el Estado, la historia de los Antiguos opuesta a una historia presente y ya clásica de los modernos, la división de las funciones del trabajo y los límites sin frontera de la acción humana.


			Desde ciertas perspectivas de análisis, los derechos humanos recorren el camino que los iusnaturalistas describen como el tránsito entre el derecho natural hacia su positivización. En cambio, los positivistas clásicos lo sintetizan como un proceso de efectividad de la exigibilidad del derecho. Sobre esto, Valdés Dal-Ré (2003: 85) opina siguiendo a Bobbio que 


			... los derechos no son realidades eternas, situadas fuera del tiempo y del espacio; son, antes al contrario, fenómenos históricos y, por lo mismo, en la historia han de ser ubicados y desde ella ha de ser analizada su formación así como su desarrollo y sus vicisitudes. 


			Los derechos humanos o, dicho de otro modo, el reconocimiento jurídico positivo de ciertos derechos como derechos humanos, es entonces un fenómeno histórico, cultural y de dimensión internacional. 


			La comunidad internacional es la protagonista fundamental de este proceso que, sin lugar a duda, ha crecido exponencialmente desde la última guerra mundial a partir del dolor generado por el holocausto y la toma de conciencia de las naciones. Tal como nos enseña Gustavo Bossert (2005): 


			... el horror sin precedente al que el hombre descendió en la Segunda Guerra Mundial, con su Holocausto y millones de civiles arrancados a la paz de los hogares para ser asesinados, convenció a la humanidad de que, más allá de ambiciones y política, la gran tarea que tenía por delante era proteger, como nunca antes, la condición humana. 


			En el mismo sentido, Carlos Nino (2007: 1) afirmaba que: 


			es la positivización universal de los derechos humanos devenida inmediatamente después de las dos guerras mundiales la gran invención humana del siglo XX.


			Canessa Montejo (2008: 111) aporta en la misma línea de debate al sostener que:


			Uno de los grandes logros jurídicos en el pasado siglo XX fue el reconocimiento de que la persona humana con independencia de su nacionalidad, género, raza, color, idioma, religión o convicción, origen étnico o social, edad, situación económica, patrimonio, estado civil, opinión política o cualquier otra condición es titular de un conjunto de derechos básicos que deben ser respetados, protegidos y cumplidos por los Estados y por la comunidad internacional en su conjunto. Así, los derechos humanos se convirtieron en una referencia esencial en los ordenamientos jurídicos.


			Para presentar el marco conceptual y, a los efectos prácticos, adoptamos para este trabajo la definición institucional sobre derechos humanos utilizada por el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH)(1) el cual establece que los derechos humanos son aquellos 


			derechos inherentes a todos los seres humanos, sin distinción alguna de nacionalidad, de lugar de residencia, de sexo, origen nacional o étnico, color, religión, lengua, o cualquier otra condición” cuyo alcance llega a “todos los seres humanos [que] tienen los mismos derechos humanos, sin discriminación alguna y están a menudo contemplados en la ley y garantizados por ella, a través de los tratados, el Derecho Internacional consuetudinario, los principios generales y otras fuentes del Derecho Internacional.


			Es en este marco teórico que analizaremos el estrecho vínculo de los derechos laborales con los contenidos laborales de los derechos humanos consagrados en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos que, a partir de ahora, comenzaremos a denominar como “derechos humanos laborales”.


			 Oscar Ermida Uriarte (2008: 11) explica la construcción doctrinaria de la “nomenclatura categórica” de los derechos humanos laborales sosteniendo que:


			... dentro del conjunto de los derechos humanos, hay un número importante de derechos laborales. La trascendencia de esta circunstancia es múltiple, mayúscula y evidente. Por una parte, el hecho de que muchos derechos laborales formen parte de los derechos fundamentales resalta la jerarquización del Derecho del trabajo y de los valores que le inspiran. Por otra parte, el hecho de que esos derechos laborales que son derechos humanos estén supra ordenados en la Constitución y en las normas internacionales, los vuelven indisponibles para el legislador ordinario, para la Administración y para el operador jurídico en general. En tercer lugar, esta misma circunstancia conecta nuestro tema con dos de las tres más importantes particularidades del sistema de fuentes del Derecho laboral: su internacionalidad y su constitucionalidad.


			Por su parte, y derivada de esta primera definición de aproximación al tema, corresponde expresar que no ha sido pacífica la adopción de la definición específica de “derechos humanos laborales” como el conjunto de derechos específicos que regulan las relaciones laborales; sin embargo, compartimos con Canessa Montejo (2008: 112) que esa es la denominación más apropiada debido a que:


			... no se trata de una denominación nueva o reciente en el Derecho Internacional. Su uso es continuo por las organizaciones internacionales y los organismos privados. A su vez, es un término que se usa indistintamente en los idiomas como equivalentes (“derechos humanos laborales” en castellano; labour human rights en inglés; droits humains de travail en francés). De esta manera, se facilita su comprensión y se reducen eventuales confusiones. Asimismo, se debe resaltar que se trata de una expresión recogida por la jurisprudencia internacional para referirse precisamente a los derechos laborales señalados en los instrumentos internacionales de derechos humanos. Además, es un término funcional que permite incluir el listado completo de los derechos laborales básicos, sin rechazar que la técnica jurídica formule categorías, distingos o jerarquías dentro de sus componentes. Así se supera en flexibilidad a otros términos afines. Finalmente, es un término que expresa con claridad la titularidad universal de la persona sobre esos derechos. 


			Concluyendo de ese modo que 


			los derechos humanos laborales son todos aquellos derechos en materia laboral consagrados en instrumentos internacionales de derechos humanos que reconocen universalmente como titular a la persona, respetando la dignidad humana y satisfaciendo las necesidades básicas en el mundo del trabajo.


			Otro aporte al respecto lo realiza el profesor uruguayo Héctor Barbagelata (2013: 20), quien sostiene que:


			... en lo que corresponde al concepto de derechos humanos laborales, se trataría de todos aquellos derechos humanos vinculados al mundo del trabajo cuyo propósito posibilita condiciones mínimas satisfactorias de trabajo. Muchos de estos están consagrados en pactos y convenios internacionales de derechos humanos, así como en tratados y convenios que desarrollan algún derecho humano laboral contenido en aquellos y que, en todos los casos, reconocen como titular a la persona humana. Esos pactos, convenios y tratados de derechos humanos que incluyen derechos humanos laborales conforman el bloque de constitucionalidad de cada Estado y los coloca bajo el imperio de la progresividad y la irreversibilidad, por lo que deben ser interpretados bajo el principio del sentido más favorable. 


			En definitiva, la articulación conceptual de la denominación “derechos humanos laborales” resulta útil, sencilla y clara. En ella vamos a englobar a los contenidos laborales expresados como derechos, consagrados en los principales Tratados Internacionales de Derechos Humanos. No se trata de normas aisladas ni disociadas de esos cuerpos normativos, por el contrario, son parte integral de estos.


			I.2. Rasgos propios del derecho del trabajo en su relación con el derecho internacional público


			El derecho del trabajo probablemente sea una de las ramas jurídicas más influenciadas por el derecho internacional público en función de la impronta normativa que caracteriza a la Organización Internacional del Trabajo (OIT) desde su fundación en 1919, y de su importancia como fuente del derecho laboral en los distintos sistemas nacionales. 


			La existencia de un ente internacional, con un profundo interés en la sanción de normas laborales, con características diferenciadas al resto de los organismos internacionales en función de su lógica de funcionamiento tripartista, y la trascendencia de su mensaje histórico de carácter protectorio, promotor del diálogo social y defensor del valor social del trabajo, han marcado profundamente al derecho del trabajo como un derecho enraizado en el internacionalismo. Debemos recordar aquel mandato histórico contenido en la Declaración de Filadelfia de la OIT, aprobada en 1944, documento que integra la propia Constitución de la entidad en el cual se fijan sus principios fundamentales y se establecen los siguientes:


			a) el trabajo no es una mercancía; b) la libertad de expresión y de asociación es esencial para el progreso constante; c) la pobreza, en cualquier parte, constituye un peligro para la prosperidad de todos, y d) la lucha contra la necesidad debe proseguirse con incesante energía dentro de cada nación y mediante el esfuerzo internacional continuo y concertado, en el cual los representantes de los trabajadores y de los empleadores, colaborando en pie de igualdad con los representantes de los gobiernos, participen en discusiones libres y en decisiones de carácter democrático, a fin de promover el bienestar común.(2)


			Otro elemento importante que debemos tomar en cuenta es el ideario del internacionalismo del movimiento obrero que surge con mayor intensidad a fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX, básicamente de las corrientes anarcosindicalistas, socialistas y, más tarde, comunistas, que siguiendo el principio consagrado en el mandato de “proletarios del mundo uníos” identificaba con claridad, y en forma prematura, la necesidad de enfrentar al capitalismo a nivel mundial, con una estrategia unitaria, impulsando la lucha global por la defensa de los derechos de los trabajadores. 


			Estos dos elementos originarios, la OIT como fuente de derecho del trabajo y el carácter internacionalista del movimiento sindical, deben ser complementados, para entender el proceso de internacionalización del derecho del trabajo, con el análisis de una serie de sucesos históricos que marcan la evolución de la puja entre el capital y el trabajo, entre ellos, los cambios en los sistemas de producción, la incorporación de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, los avances en los medios de transporte, el fenómeno denominado globalización o mundialización de la producción de bienes y servicios y, hoy, el capitalismo 4.0, las cadenas globales de valor, la robotización, la financiarización de la economía y el rol de las comunicaciones invasivas focalizadas. Al respecto, recomendamos la lectura del monumental trabajo de Julio Godio (2000) en el cual el destacado sociólogo enmarca el desarrollo del movimiento sindical internacional y su inserción en América Latina a partir de las expresiones políticas internacionalistas.


			Existe en este punto una importante coincidencia doctrinaria sobre el vínculo inescindible del derecho del trabajo con el derecho internacional. Cesar Arese (2008: 44) es categórico en su posición con relación a la “unidad conceptual internacionalista” del derecho del trabajo, al afirmar que “a juzgar por la actividad internacional desplegada en forma anterior y simultánea al nacimiento de este Derecho nuevo a fines del siglo XIX y comienzos del siglo XX, podría afirmarse que el derecho del trabajo nació más internacional que nacional”.


			Ermida Uriarte (2002: 5), en el mismo sentido, sostiene que “la vinculación del Derecho del Trabajo con la economía en general y con el comercio internacional en particular existió desde siempre. Más aun, puede decirse que forma parte del código genético de aquél, en tanto fue una de sus causas de nacimiento”.


			En sintonía con lo que venimos planteando, Julio Grisolía (2007: 1561) nos presenta una mirada secuenciada de la evolución del derecho internacional del trabajo y refiere que


			... la progresiva internacionalización del derecho del trabajo es fruto de diversos procesos y factores, entre los que pueden mencionarse los siguientes: la acción internacional general para el mejoramiento de las condiciones de trabajo, la incorporación de los principios laborales a los grandes pactos internacionales de derechos humanos, el desarrollo emigratorio asociado al de libre circulación de trabajadores en el ámbito supranacional, el desarrollo del derecho comunitario, y los intentos de regulación internacional de los problemas suscitados por las empresas multinacionales.


			Sin lugar a duda, la globalización y sus efectos han marcado el ritmo de la economía y, por tanto, de la relación laboral entre las empresas y sus trabajadores y trabajadoras, especialmente en los últimos 20 años. Los cambios en los sistemas de producción, el gran crecimiento de las empresas multinacionales, los movimientos que se producen en las economías de países en desarrollo y sus efectos en la economía global, la explotación de la mano de obra intensiva en condiciones de semiesclavitud en algunos países asiáticos y la exportación de las crisis económicas de los países centrales, con efecto contagio a los países periféricos, son algunos de los elementos que determinan un escenario absolutamente distinto en el cual las relaciones laborales y el derecho del trabajo como sustento de las ellas, deben reacomodar sus fundamentos para garantizar armónicamente el desarrollo de la economía, con un reparto equitativo de la riqueza y en condiciones de respeto y dignidad por los trabajadores, las trabajadoras y sus familias.


			En tal sentido, Ermida Uriarte y Racciatti (2003: 5), plantean que 


			... la internacionalidad del Derecho del Trabajo, que como bien se ha dicho no es una etapa de su evolución, sino una de sus características definitivas, determina que en esta rama jurídica, la relevancia de las normas internacionales sea muy significativa. Por otra parte ese peso específico de las fuentes internacionales parece intensificarse en paralelo con la globalización y con la especial valoración de los derechos humanos, entre los cuales por cierto, hay un número importante de derechos laborales.


			Otro elemento importante en materia de internacionalización del derecho del trabajo es la profundización de los procesos de integración regional en distintos puntos del planeta. Estos nuevos bloques de países constituyen escenarios donde las relaciones laborales se debaten, se crean normas regulatorias y, con distintas modalidades, se van configurando espacios territoriales en los cuales las normas, el trabajo y el capital y, hasta la valoración judicial de las conductas antijurídicas, empiezan a trascender las fronteras de los Estados nación.


			La Unión Europea (UE), a pesar de sus problemas actuales, es la comunidad política más avanzada entre los distintos intentos de integración regional. Hace tiempo que dejó de lado su exclusivismo económico y hoy posee un Comité Económico y Social integrado por representaciones de los trabajadores y trabajadoras y de los empleadores y empleadoras. Las propuestas que se debaten en el marco del Comité pueden ser convertidas en normas laborales para el conjunto de los países miembros si son aprobadas por los órganos competentes respectivos. 


			Por nuestra parte, en América del Sur, el proceso de integración entre Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay (MERCOSUR),(3) con avances y retrocesos sigue su camino. Las relaciones laborales intentan abrirse camino en un proceso muy signado por la participación estatal y las políticas arancelarias fluctuantes. La rendija abierta por la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR(4) promueve la integración de espacios sociales de diálogo con participación de los sindicatos y las organizaciones empleadoras, sin embargo, los avances han sido pobres en los últimos años.


			Ackerman (2000: 661) aporta su opinión y sostiene que: 


			... la tendencia hacia la universalización y la homogenización de la legislación laboral es comúnmente denominada internacionalización del derecho del trabajo y hay coincidencia en hallar su causa en el interés común de los estados nacionales, de los empleadores y de los trabajadores, en atender a tres cuestiones: a) la trascendencia internacional de los comportamientos nacionales en el campo laboral que, además, actúa como estímulo o desaliento para las inversiones económicas extranjeras, b) la coincidencia de los problemas y pretensiones de los trabajadores en todos los países, y c) la conveniencia de equiparar los costos laborales y las cargas sociales para evitar desequilibrios en la competencia comercial. 


			Finaliza Ackerman con una cita a Krotoschin en la que se involucra en la profundidad ideológica de la cuestión, señalando que en definitiva, de lo que se trata como fundamento del derecho internacional del trabajo, es de la “igualdad de los ideales de justicia social” y, agregamos nosotros, del rol primigenio del derecho del trabajo, fundamento de su creación, como derecho protectorio, igualador y redistributivo más allá de las fronteras de una nación determinada.


			Bronstein (2013: 15) desde una perspectiva más técnica, sostiene que: 


			... el concepto de derecho internacional público del trabajo es muy amplio, pues se presta a definiciones bastante diversas. El derecho internacional público está constituido por normas y principios que rigen las relaciones entre los Estados o entre Estados y organizaciones internacionales de derecho público, como puede ser la ONU y sus organismos especializados (OIT, FAO, OMS, AIEA, UNESCO), la Unión Europea, la OEA, entre otros, cuando hablamos de “derecho internacional público del trabajo” lo estamos limitando a las normas y principios de derecho internacional público que guardan relación con la materia laboral. 


			Asimismo, existe una mirada más pragmática sobre la vinculación entre el derecho del trabajo y los derechos humanos, que se fundamenta en la necesidad de fortalecer, robustecer, la exigibilidad de las normas internacionales del trabajo, potenciando sus efectos y su preeminencia sobre las normas nacionales, a partir de su valoración como parte indisoluble del sistema protectorio de los derechos humanos. En este sentido, Canessa Montejo (2012: 155) afirma que: 


			Las transformaciones que viene provocando la globalización en el mundo del trabajo hacen insuficientes los esfuerzos desde los ordenamientos nacionales para abordar un fenómeno que trasciende sus fronteras. De igual modo, los esfuerzos desde la Organización Internacional del Trabajo son meritorios pero todavía incompletos porque sus miembros son renuentes a adquirir nuevos compromisos internacionales. Frente a este panorama, son los derechos humanos laborales quienes están en mejores condiciones para enfrentar los retos de la globalización. En primer lugar, los derechos humanos laborales son una herramienta jurídica esencial en el Derecho Internacional que asegura el respeto de la dignidad humana y la satisfacción de las necesidades básicas en el mundo del trabajo. En segundo lugar, tienen por titular a la persona humana, por lo que trasciende las fronteras nacionales para ubicarla en el escenario mundial. En tercer lugar, imponen obligaciones a los Estados, que aseguran un piso mínimo internacional para cualquier relación laboral. Así, cualquier relación de trabajo en el mundo que merezca llamarse digna supone su respeto.


			I.3. Los derechos laborales en el marco de la doctrina de las generaciones de derechos humanos


			Se ha generalizado en la doctrina la clasificación de los derechos humanos fundamentales en distintas “generaciones”, señalando de esa manera a los distintos procesos histórico-jurídicos de consagración del derecho en las normas positivas. 


			Esta forma de ordenar los derechos tiene como virtud “facilitar la comprensión del objeto de estudio en las coordenadas de tiempo y espacio así como distinguir por la diferente calidad de derechos y deberes” (Pinto, 2004: 56). 


			La primera generación de derechos humanos es la de los derechos civiles y políticos propios del movimiento constitucionalista clásico desarrollado a fines del siglo XVIII y principios del siglo XIX, en cuyo marco se orientó la Constitución de los Estados Unidos de América y, paulatinamente, el resto de las constituciones de América Latina. Suele decirse que son los derechos fundados en la obligación del Estado de abstenerse de realizar conductas para que las personas puedan ejercer derechos en forma inmediata.


			La segunda generación de derechos es el conjunto de derechos económicos, sociales y culturales, hijos del constitucionalismo social, que comenzó a tener trascendencia a principios del siglo XX, para alcanzar su nivel de reconocimiento positivo hacia la mitad de dicho siglo. Estos derechos requieren de acciones del Estado, exigencias de condiciones que garanticen el ejercicio de los derechos. Progresivos cambios que permitan a las personas alcanzar mejores estándares de vida partiendo del reconocimiento de asimetrías entre los colectivos sociales y, por tanto, de la necesidad de impulsar acciones que reconozcan el distinto punto de partida (acciones de igualación, justicia social y discriminación positiva).


			Onaindia, Von Potobsky y Ragusa (2005: 467) reflexionan al respecto que: 


			... el constitucionalismo social implica una etapa de evolución dentro del movimiento constitucional, puesto que reafirma los principios que le dieron origen y amplía los derechos que reconoce a los habitantes de una nación. El catálogo de derechos civiles y políticos se extiende con los derechos económicos, sociales y culturales y la visión humanista de la persona se completa integrándola a una comunidad, como un sujeto que actúa en una sociedad y requiere la satisfacción de necesidades materiales para el goce pleno de todos sus derechos.


			La tercera generación de derechos humanos es la de los derechos de solidaridad, de ejercicio colectivo, vinculados a las libertades públicas. Arese (2008: 28) realiza una definición extensiva de esta generación de derechos listando que son “los derechos de incidencia colectiva como el derecho ambiental, al patrimonio histórico y cultural, a la paz y al desarrollo humano entre otros, cuya consolidación comienza a partir de los años 70. Involucran a los Estados, los individuos y las organizaciones públicas y privadas”.


			En el sentido tipológico de esta clasificación, la teoría clásica encuadra a los derechos laborales en el concierto de los derechos sociales y, por tanto, los ubica dentro de la lógica de los denominados “derechos de segunda generación”. 


			El reconocido constitucionalista argentino Germán Bidart Campos (2008: 154) aporta su propia definición de la estructuración tipológica de la generación de derechos y explica que:


			En la actualidad, el plexo de Derechos Humanos se descompone en 3 categorías, según el orden cronológico en que fueron apareciendo históricamente. Se habla así de 3 “generaciones” de derechos por la época en que se generó cada uno. Los derechos de la primera generación fueron –y continúan siendo– los clásicos derechos civiles y políticos; los de la segunda generación emergen como derechos sociales, económicos y culturales (o derechos sociales en conjunto) con el constitucionalismo social en el siglo XX; los derechos de la tercera generación atisban incipientemente desde hace escaso tiempo, e incluyen el derecho a la paz, a la cultura, a un medio ambiente sano, a la comunicación e información, etc. Podrían titularse “derechos colectivos”. 


			Con relación a la ubicación de los derechos humanos laborales en esta clasificación, quisiéramos destacar la profundidad del pensamiento de los maestros Von Potobsky y Bartolomei De La Cruz (2002: 153) que nos ubican, contextual e históricamente, al sostener que:


			En la larga historia de la Humanidad por el reconocimiento efectivo del ejercicio de aquellas libertades que hoy se consideran básicas e intangibles en sociedades democráticas, el capítulo relativo a la libertad de trabajo comenzó a escribirse quizás antes mismo que la historia, cuando el primer ser humano –hombre o mujer, niño, adulto o anciano– fue sometido por sus semejantes para trabajar en su provecho, generalmente bajo la amenaza del látigo o de otras privaciones y sufrimientos físicos o morales. 


			La claridad de este concepto nos pone en la obligación de no escindir nunca, en el análisis intelectual, la protección específica del trabajo del resto de los derechos tutelados por los derechos humanos fundamentales. 


			Si queremos situar históricamente, en razón del momento de su máxima consagración, y de su aceptación generalizada a nivel mundial, debemos sostener que los derechos humanos laborales se encuentran encuadrados con el conjunto de los derechos sociales, económicos y culturales en la fase de segunda generación. Sin embargo, por su importancia social, colectiva e individual, la protección del trabajo se extiende hacia atrás y se proyecta hacia adelante, en las distintas generaciones de derechos.


			Barbagelata (2008: 6) hace también su aporte con relación a la ubicación de los derechos laborales en la clasificación de los derechos humanos, y sostiene que:


			Una vez que se ha terminado de reconocer, con todas sus consecuencias, que el Derecho del Trabajo integra el sistema de los derechos Humanos y que en ese sistema entra lo especificado con ese alcance en el propio texto de la Constitución de cada país, pero también los instrumentos internacionales de toda clase, en particular de los concebidos como económicos, sociales y culturales que en un tiempo se acostumbraba llamar de segunda generación, así como los incluidos en los convenios internacionales del trabajo


			Un último aporte que queremos incluir aquí es el de Canessa Montejo (2012: 1) quien, desde una posición escéptica sobre la importancia de la clasificación de los derechos humanos en generaciones, nos recuerda que:


			... tradicionalmente se ha identificado a los derechos laborales como derechos sociales. Ello se explica por razones históricas, en razón de que los derechos laborales son señalados como los primeros derechos sociales. La aparición de los derechos sociales se da como resultados de la intervención estatal sobre las relaciones laborales –constituidas inicialmente bajo el marco de los derechos civiles– por la grave conflictividad social existente. La lucha de los trabajadores organizados por obtener incrementos salariales y mejores condiciones de trabajo de sus empleadores crearon un clima de inestabilidad social que generó la respuesta normativa estatal.


			I.4. Dualismo, monismo y la nueva caracterización a partir de la incorporación de los derechos laborales en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos


			Hasta no hace tanto tiempo, claro está, en término de plazos históricos, el derecho internacional clásico se relacionaba con el derecho aplicable en cada territorio sobre la base de lo que se establecía en las normas nacionales, generalmente en las Constituciones Nacionales. Las corrientes doctrinarias se fueron estructurando en el modelo antagónico del monismo y el dualismo.


			Para los postulantes del monismo, las normas del derecho internacional y las del derecho interno forman un único sistema jurídico, de tal manera que el derecho interno de un Estado estaría integrado por sus normas de derecho interno y, también en plenitud, por las normas del derecho internacional. 


			Entre quienes sostienen la posición monista, pueden diferenciarse a los que le otorgan preferencia al derecho interno con relación al derecho internacional (monismo con primacía en el derecho interno) y los que otorgan preferencia al derecho internacional con relación al derecho interno (monismo con primacía en el derecho internacional). El problema de la integración de normas de derecho internacional al derecho interno es resuelto por los monistas que priman el derecho interno a partir de la sanción de una “ley de aprobación”, en cambio, los monistas que sostienen la primacía del derecho internacional entienden que la norma internacional se integra de pleno derecho al derecho interno.


			Por su parte, el dualismo sostiene la inexistencia de un único sistema jurídico y observa que existen dos completamente separados e independientes: el derecho internacional y el derecho interno. Para ello, se fundamenta en que estos derechos rigen relaciones jurídicas de distintas características y, también, de distintos sujetos. 


			Para esta posición doctrinaria, el derecho internacional rige solamente las relaciones entre los Estados, y el derecho local rige las relaciones entre el Estado y los particulares. Para quienes sostienen esta teoría, una norma de derecho internacional deberá ser transformada, adoptada, como norma de derecho interno para poder resultar válida y aplicable en el nivel nacional. 


			Hemos planteado hasta aquí una mirada esquemática e histórica de estas escuelas de pensamiento jurídico. Los cambios que hemos señalado más arriba en materia de desarrollo social, sumados a la fuerte evolución del pensamiento jurídico traccionado por la internacionalización de los derechos humanos han cambiado profundamente esta lógica. 


			Poco a poco fue generándose en la comunidad internacional una conciencia social y, con ella, se fue estructurando un nuevo entramado jurídico con su propio sistema de principios rectores, para sostener la necesidad de establecer parámetros de exigibilidad efectiva de una serie de derechos y principios, en cualquier momento y en cualquier lugar, traspasando toda frontera nacional. 


			Derechos básicos, comunes y universales. Derechos de todas las personas en cualquier país que se encuentren y que deben ser garantizados efectivamente por la comunidad internacional. En el mismo momento histórico de la evolución de la doctrina de los derechos humanos universales, los derechos laborales en tanto parte integral de los derechos económicos sociales y culturales tomaron cuerpo en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos y fueron consagrados como tales. 


			Hablamos de un cuerpo integrado de derechos humanos, exigibles internacionalmente por tal carácter y, entre ellos, encontramos ubicados a los derechos humanos laborales en el contexto del conjunto de los derechos económicos, sociales y culturales. Se trata de distintas partes de un todo, superando, ya desde hace tiempo, discusiones de tipología y clasificaciones que menoscababan erróneamente a unos derechos con relación a otros. Como venimos sosteniendo desde trabajos anteriores “... durante mucho tiempo se sostuvo una especie de diferenciación entre los llamados Derechos Sociales, Económicos y Culturales y los Derechos Civiles y Políticos. Esta perspectiva ponía a estos últimos en un primer orden de importancia y a los sociales un peldaño por debajo” (Di Stefano, 2006: 37). Felizmente, en la actualidad parece haberse superado esta interpretación, ya que como dice Valdovinos (2004: 58): 


			... nadie podrá sentirse genuinamente liberado del temor si no lo está de la miseria y que nadie podrá tampoco disfrutar en plenitud de su bienestar material ni de los bienes culturales si no se siente además a resguardo de la opresión.


			Esta evolución del pensamiento colectivo y de la comunidad de las naciones llevo al razonamiento jurídico a definir que los derechos fundamentales no son solo los derechos de libertad frente al poder público, sino derechos de libertad, o de acción, ejercitables en todos los ámbitos de la vida social e inclusive en el marco de las relaciones laborales. 


			Es por esto que cuando hablamos de derechos laborales no podemos separar su análisis del conjunto de los derechos sociales. Tampoco debemos encerrarnos en el análisis único de las normas emanadas de la OIT, la visión debe ser amplia y adoptar los principios de “indivisibilidad e interdependencia” de los derechos, por tanto, podemos decir que los intereses tutelados o protegidos por estos derechos humanos fundamentales son la protección a la libertad y a la dignidad humana.


			Los actos jurídicos que llevaron a la constitucionalización en el nivel nacional y la consagración internacional de los derechos humanos y, entre ellos, de los derechos humanos laborales, se pueden considerar como parte de un mismo proceso histórico, producto de la evolución del pensamiento político, jurídico y social. Insistimos en que son inescindibles en su concepción ideológica y en el momento de su desarrollo doctrinario. 


			Canessa Montejo (2008: 111) lo sintetiza cuando sostiene que los derechos laborales contribuyeron de manera importante a la consagración internacional de los derechos humanos de segunda generación y, por tanto, en dicho momento histórico, a la potenciación del respeto a los derechos humanos de primera generación, explicando que: 


			En el plano nacional, la Constitución mexicana (1917) y la Constitución de Weimar (1919) fueron los primeros textos constitucionales que elevaron los derechos laborales a la cúspide del ordenamiento interno. Luego fueron seguidos por la casi totalidad de las constituciones nacionales del siglo XX. Simultáneamente en el tiempo, en el plano internacional, se constituyó la Organización Internacional del Trabajo (1919) por medio del Tratado de Versalles, que también recogió una serie de principios fundamentales para el mundo del trabajo. Posteriormente, casi al final de la Segunda Guerra Mundial, los Estados Miembros de la OIT elaboraron la Declaración de Filadelfia (1944), donde ampliaron las funciones del organismo internacional y especialmente señalaron la importancia del respeto de los derechos laborales básicos en las sociedades contemporáneas. Por eso no fue una sorpresa que un grupo selecto de derechos laborales fuese incluido en la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948). Se entendió que el mundo del trabajo en el que se desenvuelven los seres humanos tenía que ser protegido por un conjunto de derechos laborales básicos que asegurase el respeto de la dignidad humana. 


			La consagración de los derechos humanos laborales, enmarcados en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, reafirmados y potenciados, como veremos más adelante por la Declaración de la OIT sobre los Derechos Fundamentales del Trabajo, es un arma global de defensa de los intereses de los trabajadores y las trabajadoras, especialmente en aquellos países que carecen de normas protectorias fuertes, o de sistemas jurídicos o gobiernos que no respetan los derechos humanos. 


			Podemos concluir, por tanto, sin temor a equivocarnos, que hoy, como producto del proceso histórico de fortalecimiento de los derechos humanos, estos y los derechos humanos laborales contenidos allí conforman un único sistema protectorio, un plexo normativo común. 


			Ahora bien, nos resulta interesante compartir, en el final de este punto de análisis, el interrogante que se hace Valdovinos (2004: 62) cuando se cuestiona: ¿sistema protectorio para qué?, ¿de qué debemos protegernos? Y se responde: 


			Sin duda, a la libertad y a la dignidad humana, a la libertad y a la dignidad del trabajador, a menudo afectadas en el mundo real del trabajo. La imposibilidad de obtener trabajo, el tenerlo sin recibir una contraprestación salarial justa, el desempeñarlo en condiciones riesgosas en materia de higiene y seguridad, el hacerlo durante lapsos excesivos, la falta de descanso, el ejercicio abusivo de los poderes de dirección del empleador, la transformación de la relación laboral en una vinculación en la que uno ejerce el poder y procura la sumisión del otro, son otros tantos modos –entre muchos más– de agraviar la dignidad del trabajador y afectar su libertad. Este es el verdadero objeto, la razón de ser, de los derechos fundamentales en relación con el trabajo que son, en verdad, los que dan contenido al Derecho del Trabajo. De alguna manera, la consagración de los derechos fundamentales en relación al trabajo en los instrumentos internacionales y en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos no es más que el reconocimiento, en esa escala y en esa jerarquía, de los principios esenciales de aquella rama del derecho. Una suerte de proyección universalista de lo que en otro momento significó el constitucionalismo social.
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